En la Ciudad de Mar del Plata, a los 4 días del mes de  agosto del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-1315-MP2 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. CASA EDE S.A s. APREMIO PROVINCIAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores y Riccitelli, Mora y Sardo y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El Sr. Juez a cargo del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 2 del Depto. Judicial Mar del Plata, con fecha 12-09-2008 dictó sentencia mediante la cual hizo lugar a la excepción de pago total opuesta por la accionada y rechazó, en consecuencia, la ejecución impetrada por el Fisco provincial, imponiendo a éste último las costas del proceso en atención a su objetiva calidad de vencido (cfr. 101/103). A fs. 105 obra providencia del a quo de fecha 3-10-2008, donde ordenó la total reproducción de la referenciada sentencia en atención a no haber sido ella debidamente suscripta, glosándose a fs. 106/108 la ordenada reproducción.

II. Mediante resolución obrante a fs. 104 el sentenciante de grado reguló el estipendio profesional del Dr. Mariano Miguel de Pablo por su actuación en el apremio en el carácter de letrado de la parte demandada, fijándolo en la suma de pesos SEISCIENTOS CUARENTA ($640,00), con más el aporte de ley. Asimismo dejó constancia que consideró como base regulatoria la suma de pesos CUATRO MIL DOSCIENTOS TREINTA Y DOS CON TRES CENTAVOS ($4.232,03), monto reclamado por el Fisco en la demanda obrante a fs. 6/7. 

III. A fs. 108 vta. obra constancia de notificación espontánea de la parte demandada de la sentencia dictada a fs. 101/103 –y reproducida a fs. 106/108-, habiendo acaecido tal anoticiamiento con fecha 22-10-2008. Asimismo a fs. 109 se encuentra glosada la constancia de notificación de fecha 21-10-2008 a la parte actora del mentado pronunciamiento así como de la resolución de regulación de honorarios de fs. 104 

IV. A fs. 111/116, la letrada apoderada del Fisco provincial interpuso recurso de apelación agraviándose de la sentencia dictada a fs. 101/103 –y reeditada a fs. 106/108-, así como del modo como se impusieron las costas del proceso. Asimismo, subsidiariamente, impetró recurso de aelación contra la regulación de honorarios practicada a favor del Dr. Mariano Miguel de Pablo a fs. 104, agraviándose por considerarlos altos. Con fecha 7-11-2008 el a quo concedió ambos recursos en relación y confirió traslado de los argumentos vertidos a la contraria (cfr. fs. 117).

V. A fs. 119/120 se presentó la demandada a contestar el traslado conferido a fs. 117 y solicitó la confirmación del pronunciamiento impugnado. Con fecha 23-02-2009 el a quo tuvo a la parte demandada por contestado en forma espontánea el traslado conferido y ordenó la elevación de las presentes actuaciones, siendo recibidas en esta Alzada:

CUESTION

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto a fs. 111/116?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo: 

I.1. El Sr. Juez a cargo del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 2 del Depto. Judicial Mar del Plata, con fecha 12-09-2008 dictó sentencia mediante la cual hizo lugar a la excepción de pago total opuesta por la accionada y rechazó, en consecuencia, la ejecución impetrada por el Fisco provincial, imponiendo a éste último las costas del proceso en atención a su objetiva calidad de vencido (cfr. 101/103 y 106/108).
Sostuvo “que el defectuoso desistimiento efectuado por al actora, que incumple con el expreso y contundente requisito del art. 19 de la ley 13.406 …” impidió “…dar por concluído este proceso –no obstante su petición de dar por finalizada la acción a fs. 93- por aquel anormal medio extintivo, forzando el tratamiento de la excepción planteada por el accionado”.

Remarcó que pese las negativas de la apoderada fiscal en oportunidad de contestar el traslado de la excepción de pago total documentado opuesta por la demandada, la propia Dirección Provincial de Rentas a través de la Resolución n°7.579 informó que “… la deuda reclamada en el título Ejecutivo N°105.594…” –título ejecutivo en que se fundó la promoción del presente apremio (cfr. fs. 5)- “… se encuentra cancelada –conforme surge de las consultas realizadas en la base de datos- desde el día 7-VI-2004, reconociendo así las manifestaciones efectuadas  por el accionado”.
Afirmó que los pagos efectuados, aunque tardíos fueron motorizados a través del procedimiento fijado, siendo entonces infundado el rótulo “de pago no comunicado” que a todo evento ensaya la apoderada del Fisco. En su visión, si el pago fue registrado en la base de datos en la misma fecha que alega la demandada, es un pago debidamente comunicado y, por lo tanto, excluido del ámbito fijado por el art. 142 del Código Fiscal, t.o 2004”.
Con todo, acogió la defensa interpuesta con costas, por no existir elemento alguno que permita excepcionar el régimen del art. 556 del C.P.C y C.

2. En el escrito recursivo, el Fisco se agravia de la sentencia dictada a fs. 101/103 –y reproducida a fs. 106/108- solicitando a esta Alzada su modificación, ordenando el archivo de las actuaciones con imposición de costas a la accionada, requiriendo para el caso de no prosperar su postulación la imposición de las costas en el orden causado. Asimismo se agravió subsidiariamente –según afirmó- de la regulación del estipendio profesional practicada en favor del letrado de la parte demandada a fs. 104.

Motiva su alzamiento la imposición de costas al Fisco decretada por el a quo “… efectuando una somera e insustancial referencia a lo dispuesto en el art. 142 del Código Fiscal, cuya aplicación al caso se solicitara…” “concluyendo sin fundamento que la misma no resulta aplicable”.

Para patentizar su agravio, remarca que de las actuaciones administrativas surge que la ejecutada fue intimada mediante notificación de fecha 23-3-2004 a abonar el período dos (2) correspondiente al año 2004 otorgándosele un último e improrrogable plazo de cinco días para el pago, que vencía el 01-04-04 bajo apercibimiento de ejecución judicial, intimándosela en idénticos términos para que en el caso de haber cancelado el tributo acreditara el pago mediante los respectivos recibos.

Continuando con su relato señaló que según surge del expediente administrativo, el mencionado requerimiento no fue respondido por el contribuyente dentro del plazo otorgado ya que no abonó el impuesto adeudado, ni efectuó manifestación alguna ante la Autoridad Administrativa, circunstancia que motivara la decisión de fecha 01-04-2004 de iniciar el juicio de apremio, emitiéndose a tal efecto el 15-04-2004 el correspondiente título ejecutivo.

Remarca que el impuesto fue abonado con fecha 07-04-2004 una vez vencido el plazo que le fuera conferido por la intimación cursada y sin que hubiera mediado comunicación oportuna de la demandada, no obstante encontrarse obligada a hacerlo en atención a lo dispuesto por el art. 30 del Código Fiscal.

En atención a lo puntualizado, considera desacertado que el a quo inaplicara en la especie el art. 142 del Código Fiscal, por cuanto –según lo afirmó- yerra al estimar que habiendo sido efectuado el pago del anticipo fiscal mediante el procedimiento estipulado por el Fisco y surgiendo tal circunstancia de la base de datos del Dirección Provincial de Rentas, la comunicación dispuesta en el art. 30 de Código Fiscal se hallaba cumplida.

En tal sentido adunó –con cita de copiosa jurisprudencia que entiende trasladable al presente caso - que la efectivización del pago, de resultar este último extemporáneo, no suple la obligación de comunicarlo fehacientemente a la Dirección Provincial de Rentas que prescribe al contibuyente el art. 30 del Código Fiscal. Para más, señala que el sistema informático registra la fecha en la que el pago fue efectuado en la entidad bancaria, lo que no implica en forma automática la toma de conocimiento por la Dirección Provincial de Rentas, sino a través de la consulta de sus bases.

Desde tal plataforma argumental, postula que al tratarse el ejecutado de un deudor que abonó fuera del plazo concedido por la autoridad administrativa y una vez agotada dicha instancia y que no comunicó el pago en forma oportuna para evitar el inicio de la ejecución judicial, debe él cargar con las costas del proceso coforme lo dispone la ley fiscal.

Seguidamente, cuestiona el pronunciamiento por apartamiento de lo reglado en el art. 142 del Código Fiscal.

En tal sentido señaló que el pago acreditado en autos por la demandada fue reconocido por la Dirección Provincial de Rentas así como por el Fisco provincial por lo cual el sentenciante, de haber actuado conforme a derecho, debió disponer el archivo de las actuaciones con costas a la ejecutada.

Indicó que en la sentencia en crisis erroneamente el a quo consideró que el defectuoso desistimiento efectuado por la parte a la cual representa le impedía dar por concluídas las actuaciones, no advirtiendo el sentenciante de grado que el Fisco no efectuó desistimiento alguno en los términos del art. 19 de la ley 13.406, sino que con fundamento en el art. 142 del CF se solicitó el archivo de las actuaciones, conforme con la instrucción emanada de Fiscalía de Estado agregada a dicha petición.

Señaló que la Dirección Provincial de Rentas, mediante resolución N°007579 ordenó el archivo del juicio y no su desistimiento, y por resolución D307-2008 este último organismo dispuso la baja por desistimiento del título ejecutivo de su sitema.

De tal modo –ahonda- el a quo confundió estos dos conceptos exigiendo recaudos que no corresponden y sustentado en tal erróneo concepto entendió que ello lo obligaba a tratar la excepción opuesta, declarándola procedente en franca violación a lo que imponía la ley fiscal, e imponiendo las costas al Fisco en su carácter de vencido.

3. Al contestar los agravios, la firma ejecutada solicita se confirme el pronunciamiento impugnado y se impongan las costas de la Alzada al Fisco.

Sostuvo que los fundamentos expuestos por el apoderada fiscal en la expresión de agravios resultan insostenibles, señalando que conforme la nota con fecha de recepción 20 de abril de 2004 se le informó el pago al ente recaudador, no obstante lo cual 40 días después se inició el presente proceso.
Puntualizó que toda la culpa de este proceso judicial es de la parte actora, “quien no debió iniciarlo nunca”, y que habiéndolo mal iniciado, a posteriori de tomar conocimiento del pago realizado, y del informe de la Dirección Provincial de Rentas, tuvo la deslealtad procesal de desconocerlo, en vez de corroborarlo y finalizar el proceso.

Concluyó en que la sentencia impugnada es acertada, porque el pago y su aviso fueron realizados antes que iniciaran esta acción, originándose la condena en costas por el aviso, en debida forma, del pago en tiempo propio.

II. El recurso no es de recibo.

1. Las particulares circunstancias del caso convalidan la apreciación, conclusión y resolución del inferior en torno al tratamiento y acogimiento de la defensa de pago total documentada opuesta por la ejecutada, habida cuenta del modo como resultó trabada la litis y siendo inaplicable al sub examine las prescripciones del art. 142 del Código Fiscal (t.o. 2004).

a. Según se aprecia de las constancias administrativas acollaradas, la firma ejecutada fue intimada de pago por el ente recaudador –cfr. fs. 1 del expte. Admt. 2306-0115641/04,-, contando con el plazo de cinco (5) días a partir de tal emplazamiento para regularizar su situación fiscal, abonando el tributo correspondiente con más los intereses liquidados a la fecha de efectivo pago, conforme al art. 75 del Código Fiscal (t.o 1999). Asimismo, y por igual plazo, se la interpeló para que, en caso de haber abonado total o parcialmente la deuda reclamada, lo acreditare por ante la entonces Dirección Provincial de Rentas adjuntando el o los recibos que así lo certificaren de conformidad con lo dispuesto en el art. 29 del Código Fiscal (t.o 1999).

Ante el incumplimiento de la ejecutada la Gerencia Departamental del ente recaudador ordenó con fecha 01-04-2004 el inicio de las acciones tendientes al cobro judicial de la deuda reclamada, emitiéndose a tal fin con fecha 15-04-2004 el correspondiente título ejecutivo (cfr. fs. 13).

b. Recién el 01-06-2004 –cfr. cargo suscripto de fs. 8- se presentó la Dra. Silvina M. Costa Hoevel –en su carácter de apoderada del Fisco provincial- e inició contra la accionada juicio de cobro de pesos por vía de apremio por la suma de pesos cuatromil doscientos treinta y dos con tres centavos ($4.232,03).

El 12-11-2004 se presentó el Dr. Mariano M. de Pablo e invocando la franquicia otorgada por el art. 48 del C.P.C.C en nombre y representación de la ejecutada, opuso al embate de la actora excepción de pago total documentado, acompañando constancias documentales en apoyo de la defensa esgrimida (cfr. fs. 12/22).

De tales antecedentes documentales se constata –de un lado- que con fecha 7-04-2004 la ejecutada abonó en el Banco de la Provincia de Buenos Aires los montos correspondientes al tributo reclamado en el título ejecutivo acompañado por la actora y -de el otro- que dicho pago fue comunicado fehacientemente a la entonces delegación local de la Dirección Provincial de Rentas con fecha 20-04-2004.

Maguer conclusiva la prueba documental arrimada por la ejecutada, el Fisco provincial contestó el traslado de la excepción planteada por la ejecutada, desconociendo la autenticidad de la prueba documental acompañada y solicitando el rechazo la defensa opuesta con costas (cfr. fs.62/64). Finalmente, la letrada fiscal peticionó el dictado de sentencia a 69, pedimento reiterado a fs. 74.

Hasta aquí la conducta procesal del Fisco se direccionó a obtener una condena de la firma ejecutada, por la suma reclamada en el título ejecutivo de fs. 5.

c. Es con motivo de las presentaciones de la firma apremiada, obrantes a fs. 75, 76/79 y 89 y que dan cuenta del reconocimiento en sede administrativa del pago cancelatorio efectuado por la contribuyente, cuando el Fisco comienza a mutar su pretensión procesal desde un pedido de desglose por improcedente (fs. 82/83) hasta la denuncia de archivo de juicio y solicitud de finalización de la acción de fs. 93, con más la contestación del traslado de fs. 97/98 donde requiere el archivo de las actuaciones de conformidad a lo prescripto por el art. 142 del Código Fiscal, con petición de condena en costas a la apremiada.

d. Más allá del desatino que porta el auto de fs. 94 a la luz del contenido del escrito que estuvo llamado a proveer –yerro que se transmitió a la sentencia en crisis-, la suerte adversa de la pretensión fiscal de encuadrar el sub examine dentro de los términos del art. 142 del Código Fiscal, estaba definitivamente sellada a tenor de la documental acompañada por la firma ejecutada en su planteo defensivo.

Valga recordar liminarmente que respecto de las limitaciones que contiene dicho precepto al derecho de defensa del apremiado, esta Cámara ha delineado una pauta hermenéutica alejada de obstáculos formales y ajustada a la realidad comprobable al momento de emitir el pronunciamiento, de modo tal que si el Fisco aparece como totalmente desinteresado de la acreencia cuyo cobro judicial persigue, las excepciones planteadas por el ejecutado deben no sólo tratarse por el juzgador sino, además, prosperar (cfr. doct. esta Cámara causa P-262-BB1 “Fisco c. Lupi”, sent. de 20-XI-2008).

Y desde tal mirador, el pronunciamiento apelado no merece reproches, por cuanto lo peticionado a fs. 93 por la apoderada fiscal no habilitaba cambiar el derrotero procesal que hasta fs. 74 se direccionaba al tratamiento de las cuestiones que conformaron la traba de la litis, como se reflejara en los subpuntos anteriores. Y siendo que el Fisco, en el sub examine, sucumbió ante la defensa de la apremiada, reviste, consecuentemente, la condición de perdidoso haciéndose merecedor de la condena en costas.

Tiene dicho esta Cámara que en los procesos ejecutivos –y el apremio claramente lo es-, conforme con lo dispuesto por el art. 556 del Código Procesal, rige plenamente el principio objetivo de la derrota en lo que se refiere a la imposición de costas; de allí que los gastos causídicos deben ser soportados por el vencido, no siendo de aplicación lo normado por el segundo párrafo del art. 68 del referido código. Así, esa aplicación plena del mentado principio excluye la consideración de aspectos ajenos al resultado puro de la contienda, descarta la posibilidad de valoración de la conducta de las partes o la índole de las cuestiones controvertidas, por lo que mal puede eximirse al vencido de correr con tales gastos según el mérito que sobre tales circunstancias se forme el juzgador. El fundamento del principio rector genérico consagrado en los arts. 68 y 556 del Código procesal reside -de un lado- en el hecho objetivo de la derrota, mas también en la correlativa necesidad de resguardar la integridad del derecho que la sentencia reconoce a la parte vencedora, evitando que los gastos realizados para obtener ese reconocimiento no se traduzcan, en definitiva, en una disminución del derecho judicialmente declarado (cfr. doct. esta Cámara causa P-504-NE1 “Fisco c. Hogar San Andrés”, sent. del 17-VI-2008).

Conforme lo anterior, el planteo subsidiario de condena en costas por su orden tampoco es de recibo.

Huelga adicionalmente señalar que el art. 142 del Código Fiscal, en cuanto se refiere al “archivo de las actuaciones o revisión del monto demandado, con costas a los ejecutados”, sólo cabe aplicarlo en supuestos donde quede demostrado que la negligencia del contribuyente en el cumplimiento de sus deberes y obligaciones fiscales actuó como causa eficiente de la iniciación por el Fisco del respectivo juicio del apremio (cfr. doct. esta Cámara causa P-262-BB1 citada), mas no en supuestos donde ha sido el desorden burocrático del ente recaudador la verdadera causa del dispendio jurisdiccional (cfr. doct. esta Cámara causas P-296-BB1 “Fisco c. Piro y Ruiz S.R.L.”, sent. de 17-VI-2008; P-657-MP2 “Fisco c. Del Pozo”, sent. de 26-VIII-2008), como aconteció en la especie.

En efecto, habiéndose cancelado la deuda tributaria el 07-04-2004 y anoticiado al ente recaudador el 20-04-2004, cuarenta y dos días después el Fisco igualmente inició el presente proceso cuando ningún crédito fiscal era exigible judicialmente contra la firma contribuyente. Extender la aplicación de la norma contenida en el art. 142 “in fine” del Código Fiscal a supuestos como el que se verifica en autos es premiar indebidamente un actuar burocrático desordenado que, en definitiva, atenta también contra una eficiente prestación del servicio de justicia.

Por tanto, el pronunciamiento de grado resiste el embate recursivo y debe ser confirmado.

2. Por último, en su libelo recursivo, la apoderada fiscal en forma subsidiaria se agravió, por considerarlos altos, de la regulación de los honorarios profesionales del letrado patrocinante de la ejecutada, practicada por el a quo a fs. 104.

A los fines de ejercer la tarea revisora respecto de los honorarios fijados al letrado patrocinante de la ejecutada, corresponde determinar tanto lo atinente a la escala dentro de la cual debe fijarse el estipendio profesional, asi como lo relativo a la base regulatoria sobre la cual ha de proyectarse la alícuota que resulte aplicable en el sub exámine.

a. En torno a la escala dentro de la cual resultaría arreglado a derecho el estipendio profesional fijado, ha de tomarse en cuenta aquella que para este tipo de procesos prevé el art. 22 de la Ley 13.406. Además, deben merituarse las pautas brindadas por los arts. 14 –carácter en que actúa el abogado-, 16 –monto del asunto, resultado obtenido, complejidad y novedad de la cuestión, entre otros parámetros-, ambos preceptos del Decreto Ley 8904/77.

b. Del mismo modo en lo que respecta a la base regulatoria a la cual debe aplicársele la alícuota resultante atendiendo a los parámetros precedentemente mencionados, se recuerda que el art. 22 de la ley 13.406 establece para ello el monto de la sentencia.

Tal regla posee prima facie dos excepciones: (a) una expresamente contemplada en el art. 22 citado, cuando el contribuyente convenga judicialmente el ingreso a un plan de facilidades de pago para deuda en ejecución fiscal, donde la base regulatoria estará constituída por el monto reclamado calculado con los beneficios que otorgue el plan de facilidades de pago; y (b) otra implícita, cuando la ejecución fiscal es completamente rechazada, desde que ello importa la inexistencia de “monto de la sentencia”, imponíendose entonces aplicar el principio objetivo de la derrota previsto en el art. 556 del C.P.C.C. y la normativa que con carácter general rige para determinar la base regulatoria en honorarios de abogados frente a demanda desestimada, esto es, el segundo párrafo del art. 23 del decreto ley 8904/77 (cfr. argto. esta Cámara causa P-657-MP2 “Fisco c. Del Pozo”, citada).

Así las cosas y configurándose en la especie la segunda de las excepciones contempladas por la mentada norma, corresponde expedirse sobre si la regulación practicada responde al monto de la demanda.

En virtud de lo expuesto, teniendo en cuenta que: (a) en las presentes actuaciones el Dr. Mariano M. de Pablo se desempeñó como letrado patrocinante de la parte demandada -según surge de las presentaciones obrantes en autos-; (b) habiendo interpuesto excepciones que prosperaron (cfr. presentación de fs. 20/22 y sentencia de fs. 101/103 -reeditada a fs. 106/108-); (c) el monto reclamado por el accionante en el escrito de demanda y titulo ejecutivo (cfr. fs. 5/7), y (d) las demás pautas aludidas en los párrafos precedentes, la valoración de sus trabajos efectuada por el juez de grado y el consecuente monto de los honorarios que le fueran regulados lucen ajustados a derecho.

III. De conformidad con lo precedentemente expuesto, he de proponer al Acuerdo rechazar el recurso de apelación y confirmar los pronunciamientos atacados, con costas de esta alzada a la apelante perdidosa (arts. 25 ley 13.406; 68 y 274 del C.P.C.C.).

Voto por la negativa.
El señor Juez doctor Mora, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota la cuestión planteada por la negativa.

La señora Juez doctora Sardo no suscribe la presente sentencia por encontrarse en goce de licencia.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación interpuesto por el Fisco de la Provincia de Buenos Aires y, en consecuencia, confirmar los pronunciamientos apelados en cuanto han sido materia de agravio. con costas de alzada a la actora vencida por mediar contradicción (arts. 25 ley 13.406, 68 y 274 del C.P.C.C.).

2. Estése a la regulación de honorarios por trabajos ante la alzada que por separado se practica.

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
